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León, Guanajuato, a 10 diez de mayo de 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . 
V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 096/2011-JN promovido por el ciudadano Flavio Monreal Méndez; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación al actor de la resolución impugnada, atento a lo que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que consta en autos que fue notificado el día 24 veinticuatro de enero del año en curso (acta de notificación y ejecución de sanción localizable a foja 34 treinta y cuatro del expediente de la presente causa administrativa). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en fecha 27 veintisiete de septiembre del 2010 dos mil diez, y el procedimiento administrativo disciplinario número 78/10-POL; se encuentra debidamente acreditada en autos, con las copias de la citada resolución y de la notificación de resolución y ejecución de sanción, aportadas por el actor; por lo que tales documentos (visible a fojas  12 doce a la 32 treinta y dos, y la 34 treinta y cuatro), hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos públicos emitidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones y que, al contestar la demanda, son reconocidos, expresamente, por las autoridades demandadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que al ciudadano Flavio Monreal Méndez, se le instrumentó un procedimiento administrativo disciplinario, el que quedo registrado bajo el número 78/10 POL; procedimiento en el que, con fecha 27 veintisiete de septiembre del 2010 dos mil diez, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción administrativa de suspensión  temporal por 4 cuatro días, sin goce de sueldo, en el cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, al considerar ese Órgano Colegiado, que se actualizaron las hipótesis de faltas graves previstas en las fracciones II y XIX del inciso a) del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establecen: "Acumular tres o más faltas a su servicio, dentro de un periodo de 30 días naturales, sin causa justificada” y “acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de 90 noventa días naturales, contados a partir del primero de ellos"  respectivamente. 

Lo anterior en virtud de que según se desprende del Considerando Sexto de la resolución impugnada, (fojas 26 veintiséis y 27 veintisiete del expediente de la presente causa administrativa); que para el Consejo de Honor y Justicia demandado, en el procedimiento administrativo disciplinario, se acreditó que el elemento Flavio Monreal Méndez, en un periodo de 17 diecisiete días naturales acumuló 4 cuatro faltas injustificadas a su servicio; así como también se le impusieron 8 ocho arrestos, en un período de 18 dieciocho días naturales. . . . . . 
Asimismo, con fecha 24 veinticuatro de enero de 2011 dos mil once, el Director General de Policía y Secretario Ejecutivo del Consejo demandado, procedió a la ejecución de la sanción; por lo que la suspensión temporal por un período de 4 cuatro días sin goce de sueldo del cargo que desempeña el impetrante del proceso, en la Dirección General de Policía Municipal, corrió a partir del 25 veinticinco de enero del año en curso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En relación a los actos antes reseñados la parte actora aduce que son ilegales, porque en el procedimiento administrativo disciplinario que se le instauró, no se le concedió el derecho a recibir asistencia jurídica institucional gratuita, tal como lo prevé el artículo 45, fracción IV, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; así como porque respecto a la valoración de las pruebas, no se aplicaron las disposiciones del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicando de forma errónea el artículo 5, segundo párrafo del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; señalando que no resultaban aplicables las reglas para la valoración de las pruebas previstas en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado y los Municipios de Guanajuato; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas no hicieron valer causales de improcedencia o sobreseimiento; sin que de oficio, este Juzgador advierta la actualización de alguna que impida entrar a estudiar el fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, este Juzgador procede al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer; por lo que se procede a ocuparse primeramente de aquellos conceptos de impugnación que estén orientados a decretar la nulidad total de los actos impugnados consistentes en la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia demandado el 27 veintisiete de septiembre del 2010 dos mil diez y del procedimiento administrativo; sin que de la lectura del escrito de demanda se aprecie alguno que lleve a una nulidad de este tipo, o que aporte mayor beneficio al actor. . . . . . 

Así las cosas, al no existir un concepto de impugnación que conlleve por si sólo a decretar una nulidad total de dicho acto, se procede a analizar los conceptos de impugnación expresados por el actor que puedan originar una nulidad para efectos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 
De esta suerte, en el primer concepto de impugnación, en su segundo párrafo, el actor expresa que en el procedimiento administrativo disciplinario que le instauró, no se le concedió el derecho a recibir asistencia jurídica institucional gratuita, tal como lo prevé la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, exponiendo que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 
“De lo anterior se observa que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León…, fue omiso en informar al suscrito del derecho que tenía a la asistencia jurídica institucional gratuita, …, no se subsana la anterior ilegalidad, el hecho de la demanda dentro la instauración del procedimiento... le hayan hecho saber al suscrito que podía ofrecer pruebas, así como a manifestar lo que a mi derecho conviniera, con la finalidad de proveer mi defensa ya que la prerrogativa que prevé… se traduce en la obligación, por parte de la propia autoridad a proporcionar asistencia jurídica gratuita. En virtud… al momento en el que se me instauro el procedimiento administrativo disciplinario que dio origen a la sanción de suspensión jamás se me concedió el derecho de tener una asistencia jurídica institucional y gratuita que me apoyara jurídicamente… situación que me deja en estado de indefensión, pues no tuve la oportunidad de defender plenamente mis derechos mucho menos el pagar los servicios de un profesional el derecho”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte las autoridades demandadas Consejo de Honor y Justicia, Secretario Ejecutivo y Secretario Técnico del mismo, en sus contestaciones de demanda, como argumento para demostrar la ineficacia de la impugnación en estudio (fojas 50 cincuenta, 57 cincuenta y siete; y 65, sesenta y cinco del presente expediente), refirieron: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“…es ineficaz lo que argumenta... no existe agravio alguno toda vez que el elemento asistió a la audiencia administrativa... para efectos de que manifestara  lo que a su interés jurídico corresponde… ahora bien, respecto de la asistencia jurídica institucional y gratuita, no existe razón dentro del presente concepto de impugnación que acredite en que cambiaría la situación propiamente jurídica por el que se le sancionó al ahora quejoso...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizadas las constancias que integran el presente expediente, para este Juzgador resulta fundado el concepto de impugnación en estudio, toda vez que le asiste la razón al justiciable, en el sentido de que, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 78/10-POL, no se le respetó el derecho a recibir asesoría legal institucional y gratuita, mismo que se consagra en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En efecto, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato -que estuvo vigente hasta el 23 veintitrés de marzo del 2010 dos mil diez, resulta aplicable al caso concreto, toda vez que con fecha 1 uno del mismo mes y año, se acordó sujetar al ciudadano Flavio Monreal Méndez al procedimiento administrativo disciplinario, al que le correspondió el número 78/10-POL-, en la fracción IV de su artículo 48 que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 48. Son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

I. A III…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
    IV. Recibir asistencia jurídica gratuita institucional, en los casos en que por motivo del cumplimiento del servicio sean sujetos de algún procedimiento que tenga por objeto fincarles responsabilidades penal, civil o administrativa;” (lo resaltado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De la lectura e interpretación gramatical de dicho precepto, se desprende la prerrogativa que tienen los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, de recibir asistencia jurídica gratuita institucional, cuando sean sujetos de procedimientos tendientes a fincarles responsabilidades penal, civil o administrativa; lo que no se presentó en la especie, pues al actor, no obstante ser elemento de un cuerpo de seguridad pública, como lo es de la Dirección de Policía Municipal, no se le concedió ni se le informó del derecho a ser asistido jurídicamente por un abogado que institucionalmente se le asignara dentro del procedimiento administrativo disciplinario instaurado en su contra; en el que, como finalmente sucedió, se le fincó una responsabilidad administrativa, omisión que sin duda constituye un vicio de dicho procedimiento. . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, si bien es cierto que no es el propio Consejo de Honor y Justicia demandado, el organismo que directamente deba otorgar la asistencia jurídica gratuita institucional al elemento de policía sujeto a procedimiento, sino la propia Corporación a la que pertenece el elemento; también lo es que, como órgano sancionador, es corresponsable del titular de la Corporación de Policía, de velar por la observancia de la garantía de defensa legal de los miembros de las corporaciones de seguridad pública; por lo que es su deber informar del derecho al elemento e instar, a la Corporación respectiva a brindar esa asistencia; lo que no se advierte se haya realizado en el caso concreto, esto es, no se desprende acto alguno del expediente respectivo del procedimiento, ni relatado en la resolución, por el que se solicitara a la Dirección General de Policía, se le otorgue al elemento la asistencia correspondiente; por lo que al no haberlo hecho así, en el procedimiento administrativo disciplinario que nos ocupa, se incurrió en un vicio que afecta la defensa del elemento sancionado, pues no se asistió jurídicamente, lo que trasciende al resultado del fallo. . . . . . . . 

Lo anterior se advierte de los resultandos Cuarto y Quinto de la resolución impugnada, (visibles a foja 15 quince del expediente de la presente causa administrativa), en los que se aprecia que con fecha 1 uno de marzo del 2010 dos mil diez, se citó al elemento de policía sujeto a procedimiento, a la audiencia pública, la que se llevó a cabo el día 8 ocho de ese mismo mes y año, con la presencia del elemento Flavio Monreal Méndez; pero nada se dice en dichos apartados, ni en ninguna otra parte de la resolución, del derecho que tenía el policía raso a ser asistido jurídicamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al caso concreto resulta aplicable, el siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación denominada “Criterios 2000-2008” editado por el Tribunal, en su pagina 218 doscientos dieciocho, que refiere: . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO. FACULTAD DE VIGILANCIA DEL CUMPLIMIENTO DEL DEBIDO PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO.-  De conformidad con el artículo 46, último párrafo, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de Seguridad Pública para el Estado, si bien, el Consejo de referencia no es el obligado directo a proporcionar, en los procedimientos disciplinarios de que tenga conocimiento, la asesoría jurídica gratuita institucional a favor del servidor público investigado, sino el titular del cuerpo de seguridad pública; no debe pasarse por alto que el citado Consejo es corresponsable de velar por la observancia de las garantías de audiencia y defensa legal en los procedimientos de su competencia. Esto es, que si bien no debe proporcionar directamente la asesoría en cuestión, sí debe instar al servidor público competente para que la brinde, cuando instruya un procedimiento disciplinario a los integrantes de los Cuerpos de Seguridad Pública que se presenten sin abogado a sus diligencias.” (Toca 139/05. Recurso de Revisión interpuesto por Alvar Cabeza de Vaca Appendini, parte demandada. Resolución de fecha 23 de marzo de 2006).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No es óbice a lo anterior, que las autoridades demandadas señalen que  el ahora actor asistió a la audiencia y manifestó lo que a su derecho correspondía, pues ello no demerita el derecho del elemento sujeto a procedimiento de que se le brinde la asistencia jurídica institucional correspondiente y que el Consejo vele por que se le otorgue; asimismo, respecto de la afirmación de las mismas autoridades, acerca de que la asistencia jurídica institucional no serviría para cambiar la situación propiamente jurídica por la que se le sancionó al ahora quejoso; debe decírseles que la asistencia jurídica gratuita debe otorgárseles a los elementos en todos los casos, independientemente de su resultado, por lo que tampoco puede ser valida la especulación que formulan acerca de que en nada hubiera servido que le brindara la asesoría; pues una defensa permitiría la aportación de pruebas de descargo y la manifestación de alegatos; e independientemente del resultado, el de audiencia, constituye uno de los principios del Derecho Administrativo, mismo que incluye el derecho a la defensa, en el que el sujeto a procedimiento debe contar con la oportunidad de ser asesorado jurídicamente, ofrecer pruebas y alegatos, y que sean valoradas en la resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al no haberse acatado por el Consejo de Honor y Justicia demandado ni por el Secretario Técnico del mismo, lo dispuesto en el artículo 48, fracción IV, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato -vigente hasta el 23 veintitrés de marzo del 2010 dos mil diez-, en el sentido de instar a la Corporación de Policía para que proporcione al ciudadano Flavio Monreal Méndez un defensor legal, para así respetar su derecho a recibir una defensa jurídica gratuita e institucional, se traduce en que en el procedimiento administrativo disciplinario número 78/10-POL, se cometió un vicio que sin duda afectó la defensa del actor; por lo que la resolución impugnada en consecuencia es ilegal y debe declararse nula de conformidad con lo dispuesto en el artículo 302, fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretar la Nulidad de la resolución de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 78/10-POL, instruido al ciudadano Flavio Monreal Méndez, mediante la cual se le impuso la sanción de suspensión temporal por un periodo de 4 cuatro días hábiles sin goce de sueldo, del cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal; para el efecto de que las autoridades demandadas, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, dejen insubsistentes los actos impugnados y, repongan el procedimiento administrativo disciplinario a partir del acuerdo que ordene sujetar al actor a dicho procedimiento, a efecto de que se asegure que se le otorgue la asistencia jurídica gratuita institucional correspondiente, en la que se le asigne un defensor que intervenga en el procedimiento, y así en su oportunidad, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, resuelva lo que en derecho proceda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
SÉPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación resultó fundado y es suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los argumentos esgrimidos por el actor en el segundo y tercero; ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
OCTAVO.- La parte actora también planteó como pretensión el que se le paguen los daños y perjuicios ocasionados, traduciéndose en las prestaciones económicas dejadas de percibir en los días que estuvo suspendido; al haberse decretado la nulidad de la resolución que impuso la sanción de suspensión y de su ejecución, ha lugar a condenar a las demandadas al pago al actor de la cantidad de $1,224.36 (Mil doscientos veinticuatro pesos 36/100 Moneda Nacional), cantidad que, a través de la copia del recibo de nómina (visible a foja 33 treinta y tres) del período del 28 veintiocho de enero al 10 diez de febrero del año en curso, acredita le fue deducida por concepto de la suspensión temporal. . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracciones II y III; y 302, fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido. . . .

TERCERO.- Se decreta la Nulidad de la resolución de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 78/10-POL; mediante la cual se le impuso la sanción de suspensión temporal por un periodo de 4 cuatro días hábiles sin goce de sueldo, del cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal; para el efecto de que las autoridades demandadas mencionadas, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia, dejen insubsistentes los actos impugnados y, repongan el procedimiento administrativo disciplinario a partir del acuerdo en que se ordene sujetar al ciudadano Flavio Monreal Méndez a dicho procedimiento, a efecto de se asegure que se le otorgue la asistencia jurídica gratuita institucional correspondiente, en la que se le asigne un defensor que intervenga en el procedimiento, y así, el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, resuelva en su oportunidad lo que en derecho proceda; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento que se dé al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas; lo anterior en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Ha lugar a condenar a las autoridades demandadas a que hagan las gestiones necesarias a efecto de que se le pague al actor, la cantidad de $1,224.36 (Mil doscientos veinticuatro pesos 36/100 Moneda Nacional), traducidos en las prestaciones económicas dejadas de percibir los días que estuvo ilegalmente suspendido; lo que deberán hacer dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a que CAUSE EJECUTORIA esta resolución. Lo anterior en base a lo señalado en el Considerando Octavo de la presente resolución. . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

